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                                                                                                                         Concepto 5735 

Bogotá, D.C., 25 de febrero de 2014
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF: Demanda de inconstitucionalidad contra los incisos segundo y tercero del artículo 3 de la Ley 1562 de 2012,  “Por la cual se modifica el Sistema de Riesgos Laborales y se dictan otras disposiciones en materia de Salud Ocupacional”.


Actor: Jorge Eliecer Manrique Villanueva y José Andrés Cristancho Niño.  

         Magistrado Ponente: MAURICIO GONZALEZ CUERVO
         Expediente D-10016

Concepto 5735
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, presentaron los ciudadanos JORGE ELIECER MANRIQUE VILLANUEVA y JOSÉ ANDRÉS CRISTANCHO contra los incisos segundo y tercero del artículo 3 de la Ley 1562 de 2012, cuyo texto se transcribe a continuación, subrayándose lo demandado: 

LEY 1562 DE 2012
(Julio 11)
Por la cual se modifica el Sistema de Riesgos Laborales y se dictan otras disposiciones en materia de Salud Ocupacional.

EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:

(…)

Artículo 3°. Accidente de trabajo. Es accidente de trabajo todo suceso repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que produzca en el trabajador una lesión orgánica, una perturbación funcional o psiquiátrica, una invalidez o la muerte. 

Es también accidente de trabajo aquel que se produce durante la ejecución de órdenes del empleador, o contratante durante la ejecución de una labor bajo su autoridad, aún fuera del lugar y horas de trabajo. 

Igualmente se considera accidente de trabajo el que se produzca durante el traslado de los trabajadores o contratistas desde su residencia a los lugares de trabajo o viceversa, cuando el transporte lo suministre el empleador. 

También se considerará como accidente de trabajo el ocurrido durante el ejercicio de la función sindical aunque el trabajador se encuentre en permiso sindical siempre que el accidente se produzca en cumplimiento de dicha función. 

De igual forma se considera accidente de trabajo el que se produzca por la ejecución de actividades recreativas, deportivas o culturales, cuando se actúe por cuenta o en representación del empleador o de la empresa usuaria cuando se trate de trabajadores de empresas de servicios temporales que se encuentren en misión. 

1. Planteamiento de la demanda

Los accionantes consideran que el legislador al incluir las expresiones “o contratante” y “o contratistas” en el tratamiento normativo sobre accidente de trabajo, vulnera el Preámbulo y los artículos 2, 13, 25, 53, 122 y 123 de la Constitución Política. Como sustento de esta afirmación, sostienen que la norma es inconstitucional en cuanto equipara el contrato de trabajo con el contrato de prestación de servicios; desconoce las modalidades en la contratación; porque es imposible aplicar los riesgos laborales en un accidente de trabajo a un contratista independiente; porque lo dispuesto en esta norma puede ser alegado por un contratista en el evento de cualquier accidente de trabajo, y finalmente, por la incompatibilidad con el régimen de carrera administrativa y el Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública.
2.  Problema jurídico
Corresponde establecer sí el artículo 3 (parcial) de la Ley 1562 de 2012, al extender la protección sobre salud ocupacional y más exactamente con lo relacionado a los accidentes de trabajo para los trabajadores vinculados mediante contrato de prestación de servicios, resulta contrario al Preámbulo constitucional, la igualdad, al trabajo y a la carrera administrativa.

3.  Análisis jurídico

Una lectura desprevenida de la demanda revela que los accionantes soportan su discurso en razonamientos jurídicos que no logran por lo menos establecer una aparente oposición entre las expresiones acusadas y la Constitución Política, lo cual no se ajusta a las exigencias establecidas en la ley y decantadas por la jurisprudencia constitucional, en especial en la Sentencia C-709 de 2012 en la que reitera su cumplimiento.
Cuando los accionantes afirman de que se vulnera el Preámbulo y el derecho a la igualdad, simplemente en la presente demanda aducen que:

“… el mismo tratamiento normativo respecto del contrato de trabajo y el contrato de prestación de servicios en función de la definición de accidente de trabajo desconoce las diferencias que existen entre las partes que se involucran respecto de cada contrato, Contrato de trabajo: Empleador – Empleado. Contrato de prestación de servicios: Contratante – Contratista y por ende las responsabilidades que se derivan a los sujetos que se involucran al suscribir cada contrato”,  sin hacer un análisis del mismo sistema normativo, que establece en el numeral 1 del literal a) del artículo 2 de la misma Ley 1562 de 2012, la obligatoriedad de la afiliación al Sistema General de Riesgos Laborales de " ... las personas vinculadas a través de un contrato formal de prestación de servicios con entidades o instituciones públicas o privadas, tales como contratos civiles, comerciales o administrativos, con una duración superior a un mes y con precisión de las situaciones de tiempo, modo y lugar en que se realiza dicha prestación”. 
La mencionada obligatoriedad tiene gran incidencia con la disposición parcialmente demandada, por cuanto hace referencia al trabajador vinculado con diferentes contratos, y al respecto los accionantes no expresan la manera en que se está vulnerando el derecho fundamental laboral de igualdad para los trabajadores y que genere su inconstitucionalidad.  Para esta Vista Fiscal, contrario a lo expresado por los accionantes, lo acusado constituye una garantía y un mejoramiento de las condiciones de salud y del trabajo cuando un empleado dependiente o independiente se vea amenazado o involucrado en una situación como es la de un accidente de trabajo.  Lo contrario, es decir cuando el empleador o el contratante omiten afiliar a sus trabajadores al Sistema de Riesgos Laborales, se vería directamente comprometida su responsabilidad. 
Al respecto, la Constitución Política consagra una serie de mandatos referentes a la naturaleza, cobertura y efectos de la seguridad social. En el artículo 48 la define como un servicio público de carácter obligatorio, que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley. Dispone igualmente la Carta que la seguridad social es un derecho irrenunciable que se garantiza a todos los habitantes (art. 48).

Para plantear que las expresiones acusadas vulneran el artículo 53, sobre las garantías laborales, inicialmente señalan que resulta imposible la aplicación de las disposiciones acusadas en un accidente de trabajo en el evento en que el sujeto involucrado sea un contratista independiente, porque en su parecer el legislador hizo un absurdo jurídico que da para crear ambivalentes normativos. Y añaden que “pareciere que otorga una garantía que consistiría en la protección al contratista independiente cuando sobreviene un accidente de trabajo, pero en realidad lo que está escondiendo es una  vulneración al artículo 53 de la Constitución Política, irrenunciabilidad, y seguridad social porque de su tenor artículo 3 de la Ley 1562 de 2012 se le otorga al contratante la facultad de dar órdenes al contratista facultad propia del contrato de trabajo”. Por otra parte, sostienen que “la norma se presta para que el contratista pueda alegar un accidente de trabajo en todo momento, ya que al no existir en un contrato de prestación de servicios un lugar de trabajo fijo, este de por sí puede ser su hogar, un espacio público o cualquier parte en el que pueda sufrir un accidente”.  La cuestión de si una norma legal, cuyo propósito es adoptar una medida que sea eficaz o ineficaz en la práctica, es algo que sólo se puede dilucidar con el tiempo y que, en todo caso, escapa al control de constitucionalidad que corresponde ejercer a la Corte. 
Ahora bien, tanto el constituyente como el legislador, al igual que la jurisprudencia constitucional, han considerado el derecho a la seguridad social como un derecho prestacional, el cual, para su efectividad, requiere normas presupuestales, procedimientos y organización, que lo hagan viable y que sirvan, además, para mantener el equilibrio del Sistema. 

Finalmente, consideran que la medida adoptada por el legislador a través de lo acusado, es incompatible con el régimen de carrera administrativa por desconocer las diferentes modalidades de contratación estatal, en la que, dicen, “le da cabida a que se asimile la prestación de servicios con un contrato laboral y que por lo tanto un contratista llegue hacer carrera administrativa, asimilándolo a un servidor público”.  Señalamientos que nada tienen que ver con lo demandado, pues esta normatividad tiene por objeto enfrentar las contingencias propias de un accidente de trabajo o de una enfermedad laboral cuando el trabajador resulta afectado por causa o con ocasión del trabajo, o durante la ejecución de órdenes del empleador o contratante, o el accidente de trabajo se produzca durante el traslado de los trabajadores o contratistas desde su residencia al lugar de trabajo o viceversa, cuando el transporte lo suministre el empleador, todo lo cual constituye un sistema de protección constitucional.
La Corte, en la sentencia T-176 de 2011 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza) lo ha precisado de este modo: 
“Con respecto a la organización de dicho sistema, habrá de señalarse que el objetivo principal del mismo está en proteger al trabajador de las contingencias o daños sufridos con ocasión o como consecuencia de la actividad laboral que desarrollan, no sólo mediante servicios de promoción y rehabilitación sino también con medidas de carácter preventivo.
  En ese sentido, el sistema se orienta a procurar la prevención, protección y atención del trabajador que sufre las consecuencias de un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, cuando ocurren con ocasión o como consecuencia de la prestación del servicio subordinado”. 

Y, seguidamente sobre el sistema de protección al trabajador, señaló:

“A partir de la finalidad que persigue, el SGRP consagra una serie de prestaciones que antes de ser excluyentes, resultan complementarias, y que varían según el tipo o intensidad de la lesión sufrida. Así, el referido sistema reconoce prestaciones no sólo de carácter asistencial, como son la atención médica, quirúrgica, hospitalaria y de rehabilitación, sino también de naturaleza económica, entre las que se destacan los subsidios por incapacidad temporal, indemnización por incapacidad permanente parcial, pensión de invalidez, pensión de sobrevivientes y auxilio funerario”.

4. Conclusión
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte declararse INHIBIDA, por ineptitud sustancial de la demanda, y en el  evento de que decida pronunciarse sobre la constitucionalidad de los incisos segundo y tercero del artículo 3 de la Ley 1562 de 2012, el Ministerio Público le solicita declararlos EXEQUIBLES, en lo acusado.

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/NROA
� Los artículos 1 y 2 del Decreto 1294/95 definen el SGRP y señalan sus objetivos esenciales.
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